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Resumen. El porcentaje de niños pobres en Uruguay duplica, en las últimas dos décadas, al porcen-
taje de pobres en la población general. La pobreza infantil está asociada a la exclusión: los niños
excluidos serán, muy probablemente, adultos pobres, y sus hijos serán excluidos. El Estado de bien-
estar uruguayo, por su parte, no ha sabido hacer frente a la exclusión de la infancia, en buena medi-
da debido al arreglo social subyacente al funcionamiento de la democracia uruguaya. Como con-
clusión de una reflexión orientada a examinar las posibilidades de erradicación de la exclusión
infantil se propone la noción de servicio éticamente motivado, en oposición a la racionalidad que
orienta las acciones de individuos y grupos en el juego de la cooperación para el crecimiento econó-
mico y la distribución de sus resultados: la reducción «óptima» de la pobreza infantil, desde la pers-
pectiva del crecimiento económico, no necesariamente conduciría a su erradicación. La distinción
entre acción de servicio y racionalidad económica hace que el tema de la erradicación de la exclu-
sión infantil deba entrar en el debate público con autonomía de la problemática del crecimiento, y
dar lugar a políticas públicas basadas explícitamente en la acción de servicio. Todo ello exige, en
primer lugar, un consenso político de alto nivel que explicite el objetivo de erradicación de la exclu-
sión infantil.
Palabras clave. EXCLUSIÓN, PROTECCIÓN SOCIAL, RACIONALIDAD, ACCIÓN DE SERVICIO.
Abstract. The rate of poverty among children in Uruguay, in the last two decades, doubles the rate
of poverty in the general population. Poverty at the children level is linked to exclusion: excluded
children will very probably be poor when adults, and their children will be excluded. The Welfare
State in Uruguay, at the same time, has not been capable of adressing the problem of children exclu-
sion, mainly due to the social arrangement underlying the functioning of the uruguaian democracy.
As the conclusion of a reflection on the possibilities of children exclusion eradication, we propose
the notion of ethically inspired service, as opposed to the rationality that guides individuals’ and
groups’ actions in the game of cooperation for growth and distribution of its payoffs: the «optimal»
reduction of childre exclusion, from the economic growth perspective, not necessarily would lead to
its erradication. The distinction between service oriented action and action based on economic
rationality calls both for the subject matter of children exclusion erradication to enter the public
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debate independently of the issue of economic growth, and for the implementation of public poli-
cies based on the service oriented action. All of that demands, in the fist place, a high level political
consensu, explicitly establishing the objective of children exclusion erradication.
Key words. EXCLUSION, SOCIAL PROTECTION, RATIONALITY, ETHICAL SERVICE.
1. Introducción
Uruguay está, junto con Chile, Costa Rica y
Argentina, entre las sociedades más igualita-
rias y con menor pobreza de América Latina
(CEPAL, 2007). Tal situación puede constatarse
en las últimas dos décadas a partir de las me-
diciones continentales que lleva a cabo la CE-
PAL. Sin embargo, la tradición igualitaria y de
relativo bienestar de la sociedad uruguaya se
remonta a los comienzos del siglo XX.
En efecto, ya a principios del siglo XX Uru-
guay mostraba, junto con Argentina, los me-
jores indicadores de alfabetización de Latino-
américa1 (Sokoloff y Engerman, 2000); en las
primeras décadas del siglo, por su parte, el
Estado uruguayo llevó a cabo una serie de re-
formas económicas y sociales destinadas a la
creación de una sociedad modelo (Filgueira y
Filgueira, 1994).2 En lo económico, por su par-
te, desde los años cuarenta se impulsó la crea-
ción de una industria sustitutiva de impor-
taciones, que creció en las dos décadas
siguientes hasta los límites impuestos por la
extensión del mercado interno. En paralelo,
crecieron el empleo público y la cobertura de
la seguridad social, esta última casi hasta los
límites de la cobertura urbana universal de
pensiones.3 La consecuencia de todo ello fue
que hacia 1950 Uruguay era una sociedad
igualitaria, altamente alfabetizada y con nive-
les de bienestar muy por encima de los de sus
vecinos latinoamericanos. Ahí radica el origen
de la posición destacada que aún hoy mues-
tra el país en el contexto de América Latina.
Esta historia, sin embargo, tiene su aspec-
to negativo. Para decirlo rápidamente: mien-
tras que la tasa de pobreza en el país, en los
últimos veinte años, se sitúa en el entorno del
25 al 30%, la tasa de pobreza entre niños de
0 a 5 años ronda el 50% (De Armas, 2004).
Dicho de otro modo, la pobreza está grave-
mente infantilizada, por lo menos desde 1986,
año a partir del cual el Instituto Nacional de
Estadística realiza mediciones de pobreza en
el país.
El fenómeno de la infantilización de la po-
breza en el Uruguay fue señalado ya a media-
dos de los ochenta por Juan Pablo Terra y Ma-
bel Hopenhaym (1986), quienes atribuyeron
su origen, en buena medida, a las orientacio-
nes de política económica implementadas por
la dictadura militar uruguaya durante el perío-
do 1973-1984. En efecto, el período de la dic-
tadura supuso en el país un amplio viraje en lo
económico, caracterizado por la liberalización
financiera y comercial, y la reducción drástica
de los salarios reales y su participación por-
centual en el ingreso nacional.4
1 Ya a fines de los años setenta del siglo XIX el Uruguay avan-
zaba hacia la universalización de la educación primaria con
carácter gratuito, laico y obligatorio.
2 Entre esas reformas se destacan la adopción de una am-
plia legislación social y laboral, el crecimiento de la cobertura
pública de servicios sociales de carácter universal (educación
y salud), y la creación de un conjunto de empresas públicas
en áreas estratégicas de la economía (crédito, seguros, ener-
gía eléctrica, tráfico portuario, etcétera).
3 El número de empleados públicos pasó de 58.000 a
230.000 entre 1941 y 1969, es decir, del 3 al 8,5% de la pobla-
ción total; otro tanto ocurrió con la seguridad social: entre
1945 y 1969 el número de jubilados y pensionistas pasó de
106.000 a 455.000 (Rama, 2003)
4 A pesar de un aumento en la tasa de actividad (por la in-
corporación de las mujeres al mercado de trabajo) y en las
horas trabajadas por persona, la proporción de sueldos y sa-
larios en el ingreso nacional pasó de 41% (promedio 1968-
1971) a 25% en 1980. Como consecuencia, el índice de Gini
pasó de 0,33 antes del golpe de Estado a 0,44 en 1979 (Días
et al., 2008).
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En 1985 se produjo el retorno a la de-
mocracia y con ello el comienzo de un proce-
so de recuperación de la equidad y de mejora
de las condiciones de vida de la población. La
tasa de pobreza bajó sustancialmente hasta
mediados de los noventa, mientras que en el
año 2003 las consecuencias de la gran crisis
económica del 2002 hicieron trepar nueva-
mente la pobreza hasta niveles de la década
del ochenta. Se puede decir que las institucio-
nes democráticas uruguayas han tenido un
comportamiento distributivo claramente más
progresivo (o mucho menos regresivo) que la
dictadura.
Pero, de nuevo, la historia reciente no lo-
gra superar el aspecto negativo: la distancia
entre el porcentaje total de pobres en la po-
blación y el porcentaje de niños pobres (de 0
a 5 años de edad) se ha hecho cada vez mayor,
hasta el punto de que en los últimos años el
segundo porcentaje ya casi duplica al primero
(De Armas, 2004). Dicho de otro modo, la ten-
dencia a la infantilización de la pobreza se ha
mantenido intacta o aun se ha profundizado a
lo largo de todo el período democrático.
El presente trabajo es una reflexión sobre
las posibilidades de erradicación de la pobre-
za infantil. En la sección 2 se profundizará so-
bre el fenómeno de la infantilización de la
Cuadro 1.5 Evolución de la pobreza en Uruguay 1986-2005, por tramos de edades
(porcentajes)
Año Total de 0 a 5 años 65 o más años Relación entre
personas niños de 0 a 5 años
pobres y personas de 65
y más, pobres
1986 46,2 63,2 32,6 1,94
1987 36,6 54,1 20,8 2,60
1988 26,6 44,2 12,4 3,56
1989 26,6 44,1 13,1 3,37
1990 29,7 49,9 14,9 3,35
1991 23,4 41,0 9,7 4,23
1992 19,9 37,5 6,4 5,86
1993 17,1 32,6 5,6 5,82
1994 15,3 30,7 4,2 7,31
1995 17,4 34,4 5,1 6,75
1996 17,2 35,5 4,8 7,40
1997 17,2 36,4 4,9 7,43
1998 16,7 34,7 4,1 8,46
1999 15,3 32,5 3,4 9,56
2000 17,8 37,4 3,9 9,59
2001 18,8 38,3 3,9 9,82
2002 23,6 46,6 5,4 8,63
2003 30,9 56,5 9,7 5,80
2004 32,6 57,6 10,8 5,33
2005 29,8 54,5 9,4 5,80
Fuente: Instituto Nacional de Estadística.
5 Extraído de De Armas (2004) hasta la antepenúltima fila
(cuadro 1, p. 10). Las últimas dos filas han sido extraídas de
De Armas (2006) (cuadro 1, p. 2).
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pobreza. La sección 3 intentará vincular la
dificultad para superar la pobreza infantil con
el pacto social vigente en Uruguay y el funcio-
namiento de la democracia uruguaya. En la
sección 4 el plano del análisis cambiará sus-
tancialmente; el objetivo será discutir, en el
plano de la reflexión, qué orientaciones de
acción de parte de los individuos traerían po-
sibilidades directas de erradicación de la po-
breza infantil. Finalmente, la sección 5 presen-
ta las conclusiones del trabajo.
2. Infantilización de la pobreza
en el Uruguay actual
La evolución reciente de la pobreza y la
pobreza infantil en Uruguay se presenta en el
cuadro 1. Como se advierte, la pobreza des-
cendió en forma sostenida hasta 1994 y luego
aumentó moderadamente hasta el 2003, año
en que subió con fuerza debido a la crisis del
2002 (en el 2005 comenzó a descender leve-
mente). Tal evolución puede explicarse en fun-
ción del desempeño económico en el perío-
do, la reducción de la inflación en la década
de los noventa y el aumento del gasto público
social (Kaztman y Filgueira, 2001). El cuadro 1
da también una idea de la distribución inter-
generacional de la pobreza. Se ve claramente
que, desde 1985, el impacto del gasto público
social sobre la reducción de la pobreza se ha
concentrado en la población adulta. La con-
tracara es la infantilización de la pobreza.
La pregunta por las causas de la infantiliza-
ción de la pobreza podría separarse en dos
partes. Por un lado, podríamos preguntarnos
por qué razón la mitad de los niños nacen en
hogares pobres, si estos hogares están muy
lejos de representar la mitad del total. Y por
otro, si se sabe que la mitad de los niños del
país nacen y crecen en hogares pobres, por
qué las acciones de la sociedad y del Estado
no se encaminan a mejorar esa situación con
la determinación necesaria.
Kaztman y Filgueira (2001) han proporcio-
nado respuestas a la primera pregunta. Las
razones se vinculan a los cambios que han te-
nido lugar en las últimas décadas en los mer-
cados de trabajo, en los ciclos de vida de las
personas y los patrones asociados de confor-
mación de familias, así como al fenómeno de
la segregación residencial.
Los mercados de trabajo muestran en las
últimas décadas, en toda América Latina y tam-
bién en Uruguay, una serie de fenómenos re-
lacionados: una disminución de la participa-
ción del empleo formal y del empleo público,
un aumento de la precarización laboral, una
mayor dispersión salarial, relacionada en par-
ticular con los niveles educacionales de los tra-
bajadores, y la concentración de los problemas
de desempleo y de informalidad en los secto-
res sociales con menores niveles educativos.6
Esos cambios, en conjunto y de forma simpli-
ficada, hacen que las oportunidades laborales
y, por tanto, los niveles de ingresos de las per-
sonas dependan crecientemente de sus nive-
les educacionales.
Respecto a los ciclos de vida, se ha con-
solidado en los últimos años la siguiente di-
ferenciación por sectores socioeconómicos
(Kaztman y Filgueira, 2001): los jóvenes pro-
venientes de los sectores medios y altos de las
sociedad adquieren altos niveles educativos,
se emancipan tardíamente y muestran tasas
de fecundidad muy bajas, mientras que los jó-
venes pobres abandonan tempranamente los
estudios, entran con menos edad al mercado
de trabajo, son padres más temprano y tienen
más hijos. Si asociamos estos fenómenos a los
cambios en los mercados de trabajo, tenemos
que los jóvenes pobres gozan de oportunida-
des laborales muy inferiores a las que están
disponibles para quienes provienen de secto-
res medios y altos.
De todo lo anterior se desprende que los ni-
ños uruguayos crecen mayoritariamente en ho-
gares pobres. Si a ello se agrega el fenómeno
de la segmentación residencial (los hogares po-
bres se concentran en sectores residenciales
6 Véase Pérez Sáinz (2005).
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homogéneos, lejos de los hogares no pobres),
tenemos un panorama sugestivo de las cau-
sas de la exclusión infantil.
Pasemos ahora a la cuestión de la interven-
ción del Estado en relación con la pobreza in-
fantil. Uruguay es el país de América Latina con
el mayor gasto social per cápita y con uno de
los mayores gastos sociales como porcentaje
del PBI y del gasto público (Filgueira et al.,
2005). La infantilización de la pobreza y el fe-
nómeno de la exclusión infantil, por lo tanto,
dan cuenta de la composición del gasto social:
la protección estatal en Uruguay está mayori-
tariamente destinada a la población adulta.
Filgueira et al. (2005) sostienen que las ra-
zones por las cuales la protección estatal
muestra esa gran omisión respecto a la infan-
cia no se vinculan tanto a ineficiencias en el
funcionamiento del Estado ni a descoordina-
ción en sus diversas intervenciones, como han
sugerido diversos diagnósticos en el Uruguay,7
sino al tipo de arquitectura del bienestar (Fil-
gueira et al., 2005) subyacente a la estructura
del gasto social, es decir, a los objetivos del
gasto social en términos de protección contra
riesgos sociales.
Una sociedad urbana de población enve-
jecida, con familias biparentales estables y
empleo formal, deberá atender mayormente
a la tercera edad, la calificación de la migra-
ción rural, y la educación formal y la salud de
niños provenientes de familias relativamente
bien constituidas: esos son los riesgos sociales
derivados de las características poblacionales
y del empleo contra los cuales el gasto social
debería proteger. La protección contra esos
riesgos sociales fue lo que implementó Uru-
guay, al igual que muchos estados europeos,
a mediados del siglo XX.
Pero, como hemos visto, en Uruguay y en
toda América Latina las familias y los merca-
dos han cambiado sustancialmente en las úl-
timas décadas, lo que ha trasladado los ries-
gos sociales a las edades más jóvenes, a los
niños y a las mujeres, y especialmente a las
madres jóvenes jefas de hogar. El Estado ha
respondido a este desplazamiento de los ries-
gos sociales en forma muy insuficiente: la ar-
quitectura actual del bienestar (la composición
del gasto social) ha permanecido asociada a
la realidad del pasado.
Los efectos positivos del Estado de bien-
estar vigente se manifiestan en el bienestar
relativo de la vejez, como puede constatarse
en el caso uruguayo. La característica más ne-
gativa del Estado de bienestar creado en el
pasado, por su parte, tiene que ver con su gran
rigidez para adaptarse a nuevas situaciones en
términos de riesgos sociales. En la sección si-
guiente se aborda esta cuestión.
3. El arreglo social uruguayo
y la arquitectura del bienestar
Analicemos brevemente algunas caracte-
rísticas de la etapa sustitutiva de importacio-
nes comentada en la introducción de este tra-
bajo. El resultado del proceso que tuvo lugar
en las décadas del cuarenta y el cincuenta «fue
una suerte de compromiso social entre em-
pleados públicos, industriales y trabajadores,
mediante el cual, a través de políticas en parte
particularistas y en parte universalistas, se
practicó un modelo de acumulación basado
en la producción industrial protegida destina-
da a la demanda interna, y la distribución del
ingreso nacional por la vía de la relación sala-
rial negociada y el Estado de bienestar».8
El proceso sustitutivo de importaciones se
estancó hacia mediados de los cincuenta. «El
tipo de compromiso social representado en el
modelo de desarrollo industrial hacia adentro
con Estado de bienestar no fue capaz de man-
tenerse cuando el modelo llegó a su límite: las
instituciones políticas y sociales asociadas al
modelo de desarrollo no estaban preparadas
7 Véase Filgueira et al. (2005).
8 Días et al. (2008), p. 358. Los autores se basaron en parte
en Zurbriggen (2006).
126 CUADERNO DE ECONOMÍA • 3
para canalizar los conflictos provenientes de la
dinámica del propio modelo»:9 desde princi-
pios de la década del sesenta hasta el golpe de
Estado de 1973 Uruguay vivió un período de
estancamiento económico y agudización pro-
gresiva de la conflictividad social y política.
La dictadura militar alteró parcialmente el
compromiso social heredado de la industriali-
zación sustitutiva, en favor de la acumulación
de riquezas por los sectores de altos ingresos,
pero se mantuvo a mitad de camino en cuan-
to al paradigma liberal: el tipo de Estado que
se había construido a lo largo de todo el siglo
XX se mantuvo básicamente incambiado (Te-
rra y Hopenhaym, 1986). La situación resultan-
te puede interpretarse en los términos de Fil-
gueira et al. (2005) presentados en la sección
anterior: la política de la dictadura desató gran-
des cambios en la economía (particularmente
en el mercado de trabajo) y en las familias, al
tiempo que mantuvo inalterada (no cambió ni
desmontó) la arquitectura de bienestar.
El funcionamiento del sistema político lue-
go del retorno a la democracia puede arrojar
luz sobre las dificultades asociadas a la actua-
lización de la arquitectura del bienestar. A con-
tinuación desarrollaremos el argumento.
Tal vez «como reflejo de una sociedad rela-
tivamente homogénea, en que diversos sec-
tores económicos gozan de una no desprecia-
ble capacidad de negociación (terratenientes,
empresarios, burocracia estatal, trabajadores,
etc.), el sistema de partidos uruguayo exhibe
un grado de fraccionamiento importante (fa-
vorecido por las leyes electorales vigentes y
por el alto grado de arraigo que tienen los par-
tidos en la población)».10 En esa configuración
política, en que diversos sectores sociales tie-
nen, por decirlo así, voz y voto, las decisiones
políticas de alcance estructural requieren im-
portantes niveles de consenso; la consecuen-
cia es que difícilmente se adopten decisiones
que impacten muy negativamente en algún
sector, es decir, en la distribución del ingreso
y de la riqueza. Dicho de otro modo, el funcio-
namiento del sistema político es altamente
protector del statu quo (o, en el lenguaje de la
ciencia económica, solo admite mejoras de
Pareto).
Esta característica del arreglo social uru-
guayo, reflejada en el funcionamiento de su sis-
tema político, ha sido utilizada como factor ex-
plicativo de la gradualidad y el limitado alcance
con que en el Uruguay se introdujeron las re-
formas económicas patrocinadas por los orga-
nismos internacionales (Banco Mundial y FMI)
en los años noventa (Días et al., 2008).11 Pero
también se puede utilizar como hipótesis ex-
plicativa de la rigidez de la arquitectura del
bienestar uruguaya. Presentaremos a conti-
nuación esa hipótesis en forma esquemática.
Un sector de la población uruguaya recla-
ma la reducción de la carga tributaria del Esta-
do, responsable en parte, según esa postura,
de la falta de competitividad de la economía
y, en esa medida, limitante del crecimiento
económico. Para este sector de opinión, el re-
diseño de la arquitectura de bienestar no de-
bería estar asociado a un aumento del gasto
social.
Otro sector de la población, numeroso y
con un importante poder de negociación, es
el beneficiario directo de la estructura de pro-
tección vigente y del rol empleador del Esta-
do: empleados públicos y beneficiarios de la
seguridad social, pero también trabajadores
formales sindicalizados con acceso a seguri-
dad social y cobertura de salud.12 Cualquier
intento de modificar la arquitectura de bien-
estar que no implique un aumento del gasto
9 Ibídem, pp. 358-359. Los autores se basaron en Rama
(2003).
10 Ibídem, p. 359. Los autores se basaron en Bergara et al.
(2005) y Oddone y Cal (2006).
11 Uruguay es el único país de América Latina en que algu-
nas leyes de privatización de las principales empresas públi-
cas fueron anuladas por votación popular a través del meca-
nismo constitucional del referéndum.
12 El gasto estatal en salarios, evidentemente, no es un gasto
social. Sin embargo, dada la estructura de oportunidades pro-
venientes del mercado de trabajo y el peso del empleo pú-
blico en el empleo total, la disminución de la masa salarial
estatal dejaría a muchas personas en situación de fuerte vul-
nerabilidad frente a la pobreza.
J. DÍAS • RACIONALIDAD ECONÓMICA, ACCIÓN ÉTICA Y ERRADICACIÓN DE LA EXCLUSIÓN… 127
—es decir, que no deje intacto el sistema es-
tatal vigente— se enfrentaría con la oposición
de (al menos una parte de) estos sectores.
Si se asume que los dos sectores que veni-
mos de caracterizar están bien representados
en el sistema político uruguayo, resulta plau-
sible la hipótesis de que el arreglo social uru-
guayo, debido al condicionamiento que impo-
ne sobre las políticas públicas, es en buena
medida responsable de la inadecuación de la ar-
quitectura del bienestar al problema de la exclu-
sión infantil.
Ahora bien, tal hipótesis —bastante exten-
dida entre diversos sectores académicos uru-
guayos— no pretende afirmar que no existan
en Uruguay políticas sociales de atención a la
infancia, ni tampoco que la niñez excluida no
sea objeto de preocupación en la sociedad
(aunque en muchos casos por razones vincu-
ladas a la seguridad pública) ni de acciones
específicas de los poderes públicos. De hecho,
en los últimos años el Estado uruguayo ha rea-
lizado un esfuerzo muy importante destinado
a mejorar las condiciones en que crecen los
niños excluidos (De Armas, 2006). Lo que sí se
afirma es que se está lejos de movilizar los re-
cursos materiales y humanos que podrían en
pocos años no meramente revertir la tendencia
a la infantilización de la pobreza, sino erradicar
la exclusión infantil.
En la sección siguiente reflexionaremos, en
un plano de mayor abstracción, acerca de la
idea de la erradicación de la exclusión infantil.
4. Reflexiones en torno
a la erradicación
de la exclusión infantil
Un niño se considera excluido «cuando se
cree que corre el riesgo de no beneficiarse de
un entorno que lo proteja contra la violencia,
los malos tratos y la explotación, o cuando no
tenga posibilidades de acceder a servicios y
bienes esenciales, y esto amenace de alguna
manera su capacidad para participar plena-
mente algún día en la sociedad».13
La erradicación de la exclusión infantil con-
sistiría, según la definición de UNICEF, en ga-
rantizar a los niños la provisión universal de
los bienes y servicios esenciales, es decir, ali-
mentación, atención de salud, educación y
seguridad. Si las familias pobres, sobre todo
en los sectores residenciales precarizados, no
están en condiciones de garantizar tales co-
sas, es claro que deberán hacerlo la sociedad
civil y el Estado. También es claro que, dada la
magnitud de la exclusión infantil en el Uru-
guay, la provisión universal a la infancia de los
bienes y servicios esenciales (de aquí en ade-
lante, atención universal a la infancia) deman-
dará la movilización permanente de importan-
tes recursos materiales y humanos. Utilizando
el lenguaje de las ciencias sociales, implemen-
tar tal movilización de recursos es un proble-
ma de acción colectiva (Olson, 1965).
Mencionamos a Olson (1965) porque que-
remos partir de su tesis según la cual unos in-
dividuos racionalmente orientados a la satis-
facción de sus preferencias contribuirán en
forma nula a la provisión de esfuerzos en el
contexto de una acción colectiva. Dicho de otro
modo, aun cuando las preferencias individua-
les de una persona incluyan el bienestar de los
niños, en la medida en que la contribución in-
dividual a ese bienestar sea marginal, lo racio-
nal es dejar que otros se encarguen de proveer-
lo. La solución, siempre siguiendo a Olson
(1965), es dejar el problema en manos del Es-
tado (implementar la provisión de recursos
coercitivamente por la vía de los impuestos).
Sin embargo, de acuerdo con la hipótesis
planteada en la sección anterior, las posibili-
dades de actuación del Estado en Uruguay
están limitadas por el arreglo social existente
entre los sectores sociales uruguayos con po-
der de incidencia en la toma de decisiones, es
decir, entre aquellos sectores que han solucio-
nado su problema específico de acción colec-
tiva. Al decir esto no hacemos más que expre-
sar con otras palabras ideas ya adelantadas,
13 UNICEF (2005), p. 7.
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pero hemos incorporado un lenguaje con el
cual abordaremos la reflexión prometida en el
título de la sección.
En el lenguaje actual de la ciencia econó-
mica, las motivaciones de acción individuales
consisten en la satisfacción de las preferencias.
La regla de comportamiento que se ajusta a la
satisfacción de las preferencias es la denomi-
nada racionalidad (instrumental o estratégica).
El comportamiento racional orientado a la sa-
tisfacción de las preferencias puede ser deno-
minado individualista.
Una sociedad hipotética compuesta por
individuos individualistas y en que la produc-
ción material de bienes y servicios fuese siem-
pre la misma —es decir, en que no hubiese
crecimiento económico— podría ser represen-
tada, en el lenguaje de la teoría de juegos,
como un juego de suma cero: lo que obtiene
uno lo pierde otro. Tal situación, potencialmen-
te, podría llevar a la guerra de todos contra
todos (Hobbes). Pero si los individuos perte-
necen a grupos sociales más o menos homo-
géneos, y estos grupos sociales logran actuar
en función del interés común de sus miembros
—es decir, logran resolver su problema de ac-
ción colectiva—, en lugar de la guerra (poten-
cial) de todos contra todos tendremos conflic-
tos entre grupos sociales. En este punto ya no
se está tan lejos, conceptualmente, de la situa-
ción que vivió Uruguay a fines de los años se-
senta.
La producción material de bienes y servi-
cios es en buena medida un problema de co-
operación14 y de coordinación entre indivi-
duos, sobre todo si se tiene en cuenta la
complejidad de la tecnología y de las formas
organizacionales actuales. La cooperación en-
tre individuos individualistas puede represen-
tarse, utilizando de nuevo el lenguaje de la teo-
ría de juegos, a través del juego conocido
como dilema del prisionero (Hardin, 1971): por
más que la cooperación dé lugar a un resulta-
do colectivamente superior al que se obtiene
ante la ausencia de cooperación, la estructura
de incentivos del juego hace que cada indivi-
duo opte por no cooperar. Es por eso que hoy
en día se considera que la clave del crecimien-
to económico reside en el diseño y la imple-
mentación de instituciones que favorezcan la
cooperación social.
En la medida en que existan instituciones
que favorezcan la cooperación y, por tanto,
que efectivamente haya crecimiento económi-
co, el juego social dejará de ser un juego de
suma cero, con lo cual la relación entre grupos
sociales será menos conflictiva: debido a la
cooperación, que incrementa la disponibilidad
material de bienes y servicios, no necesaria-
mente lo que gana uno lo pierde el otro, con
lo cual el problema distributivo se hace me-
nos agudo. En este sentido el crecimiento eco-
nómico favorece la paz social.
El aprendizaje colectivo puede hacer que
las motivaciones cooperativas, por decirlo así,
sean internalizadas por unos individuos que
se hacen conscientes de que la cooperación
paga. En el metaordenamiento de preferencias
de Amartya Sen (1977), tal internalización ha-
ría que el juego cooperativo dejara de tener la
estructura del dilema del prisionero y pasara
a tener la estructura del juego de la caza del
ciervo o assurance game (Aumann, 1990): la
estructura de pagos del juego, en función de
las preferencias individuales por la cooperación,
provee incentivos directos a la cooperación,
siempre que la aversión al riesgo de exponer-
se al oportunismo ajeno no sea dominante.15
El pasaje del dilema del prisionero al juego
de la caza del ciervo, además de ser un tema
central del enfoque del crecimiento económi-
co en la Nueva Economía Institucional (Plat-
teau, 2000), puede utilizarse para representar
los desafíos que a la democracia presenta el
problema del crecimiento económico: lograr
14 Si consideramos que el respeto a las reglas es una actitud
de cooperación, la competencia regulada por reglas no pue-
de tener lugar entre individuos no cooperativos, con lo cual
la cooperación es condición de la competencia.
15 De ahí que en la literatura sobre cooperación y crecimien-
to ocupen un lugar importante el tema de la confianza.
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consensos sociales (o pactos sociales) basados
en el compromiso de cooperar en favor del
crecimiento. Pero es claro que tales consensos
no pueden obtenerse sin un juicio favorable
de los participantes acerca de la justicia de los
arreglos cooperativos en términos de esfuer-
zo y retribución (distribución).
La consideración de aspectos de justicia
con relación a los arreglos cooperativos hace
aparecer, por primera vez en el razonamiento,
cuestiones éticas. Ello es así porque toda ins-
titución implica (prescribe) formas de relación
entre personas, y toda relación entre perso-
nas tiene una dimensión ética, vinculada, por
decirlo así, al grado de respeto y de cuidado
involucrado en esa relación. Para decirlo de
otro modo, el aspecto ético se deriva del he-
cho de que las personas son seres sensibles
con identidad.
Ahora bien, la cuestión ética en el problema
de la cooperación es secundaria: las necesida-
des del crecimiento económico «obligan» a co-
operar y solo con ello aparece el problema éti-
co. Pero en el tema de la atención universal a la
infancia la cuestión ética es primaria: la razón
motivadora es primeramente ética. Es claro
que la dinámica de exclusión social y el endu-
recimiento de la pobreza de los jóvenes que
crecieron pobres representa un freno a las
posibilidades del crecimiento económico y
pone un signo de interrogación sobre el futu-
ro de la sociedad, pero ello solo si la magnitud
de la exclusión es muy grande: la sociedad
podría seguir funcionando y creciendo si el
problema de la exclusión se mantuviese en
porcentajes relativamente reducidos (lo cual
no está lejos de lo que se observa hoy en día
en muchos países). Por esa razón la erradica-
ción de la exclusión es un problema primera-
mente ético.
Esto mismo puede verse con mayor clari-
dad si se adopta la perspectiva de un gober-
nante cuyas decisiones en torno a la reduc-
ción de la exclusión infantil estuviesen regidas
por el objetivo de maximización de la tasa de
crecimiento económico. La relación entre tasa
de crecimiento económico y reducción de la
exclusión infantil es doble. Por un lado, existe
una relación positiva entre la reducción actual
de la exclusión infantil y la tasa de crecimien-
to económico a largo plazo: cuanto más se re-
duzca ahora la exclusión, mayor será la tasa
de crecimiento futura; la razón tiene que ver
con la disponibilidad futura de capital huma-
no. Por otro lado, a corto y mediano plazo exis-
te una relación negativa: cuanto mayor sea la
reducción actual de la exclusión infantil, me-
nor será la tasa de crecimiento en el corto y
mediano plazo; la razón se vincula al desvío
de recursos de la inversión para el crecimien-
to a la reducción de la exclusión infantil.
Tomando en cuenta esa doble relación, el
gobernante que intente tomar una decisión
sobre el monto actual de reducción de la ex-
clusión infantil con el objetivo de maximizar
la tasa de crecimiento intertemporal deberá
igualar el beneficio marginal y el costo margi-
nal de la reducción de la exclusión infantil en
términos de tasa de crecimiento económico.
Claramente, nada asegura que el nivel de re-
ducción que da lugar a tal igualdad sea aquel
que llevaría la exclusión infantil a cero: per-
fectamente la reducción «óptima» podría re-
sultar en cualquier otro nivel de exclusión in-
fantil. Dicho de otro modo, el objetivo de
erradicación de la exclusión infantil no puede
derivarse de las necesidades del crecimiento
económico, sino que necesita una justificación
alternativa. Por eso decimos que la exclusión
infantil es un problema primeramente ético.
Desde esta perspectiva se puede entender
que unos individuos motivados éticamente
solo en forma secundaria, no sean capaces de
dar solución a un problema cuya naturaleza
ética es primaria. En otras palabras, puede ha-
cerse más entendible que la acción colectiva
de los grupos sociales pueda ser implementa-
da con éxito y dé lugar al despliegue de accio-
nes racionales en el juego cooperativo y dis-
tributivo, mientras que no ocurre lo mismo con
la acción colectiva encaminada a la erradica-
ción de la exclusión.
La acción social y estatal destinada a la erra-
dicación de la exclusión, dada su motivación
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ética primaria, podría ser definida como una
acción de servicio. Se trataría de una categoría
de acción social diferente a la de acción racio-
nal (de la teoría de la elección racional). Se
podría decir que la acción de servicio está
motivada no por la satisfacción de las prefe-
rencias individuales (que exige la adopción de
la racionalidad estratégica o instrumental),
sino por una actitud de cuidado y respeto ha-
cia las personas. Tal actitud de cuidado y res-
peto no puede desplegarse exclusivamente
con los medios de la racionalidad estratégica
o instrumental, porque exige, en primer lugar,
la comprensión del horizonte personal en que
aparecen las dificultades y las privaciones aje-
nas, y comprender no es algo que pueda ha-
cerse en forma instrumental o estratégica16 (y
menos aún respecto a los niños, es decir, a
personas en proceso de formación intelectual
y emocional).
La reflexión conduce a la siguiente conclu-
sión: para erradicar el problema de la exclu-
sión infantil es necesario que la sociedad de-
sarrolle, en una medida muy superior a la
existente, la acción de servicio. En las conclu-
siones del trabajo nos extenderemos sobre
algunas implicaciones de este requerimiento.
5. Conclusiones
Tanto las personas como las organizacio-
nes son capaces de tener, y de hecho tienen,
actitudes de servicio para con otras personas.
Un ejemplo de ello es el conjunto de organi-
zaciones no gubernamentales dedicadas a la
atención a la infancia, pero también las accio-
nes de servicios del Estado y de diversidad de
otras organizaciones y personas.
En las concepciones habituales acerca del
individuo y de la sociedad, sin embargo, la ac-
ción de servicio no se concibe, por decirlo así,
como un recurso masivamente disponible en
forma permanente, sino como algo que apa-
rece en situaciones de crisis social. En efecto,
las concepciones habituales consideran nor-
mal la orientación a la satisfacción de las pre-
ferencias individuales, es decir, la actitud indi-
vidualista y, por tanto, en esa visión solo la
actitud individualista puede considerarse un
recurso motivacional permanente susceptible
de ponerse en la base de las acciones colecti-
vas. Se trata de una postura muy cercana a la
teoría de la acción colectiva de Olson (1965),
que fundamenta la idea de que el desempeño
de las instituciones sociales depende mayor-
mente de una adecuada estructuración de in-
centivos, es decir, del alineamiento entre los
objetivos sociales perseguidos por quienes
diseñan las instituciones y la satisfacción indi-
vidual de las preferencias de quienes partici-
pan de su funcionamiento.
El hecho de que la concepción individua-
lista sea dominante en una sociedad puede
hacer que el debate político y las decisiones
de políticas públicas, en esa sociedad, se re-
fieran casi exclusivamente a la problemática
del crecimiento económico; la razón es que el
individualismo hace que el crecimiento eco-
nómico sea necesario (porque es una condi-
ción necesaria de la convivencia pacífica entre
individuos individualistas) y problemático
(porque el individualismo dificulta la coope-
ración). La consecuencia es que la acción so-
cial de servicio puede quedar enteramente
fuera del debate público. Los ejemplos de ser-
vicio citados al comienzo de esta sección, en
una sociedad de este tipo, no revestirían sino
un carácter marginal; el problema de la exclu-
sión infantil, en un contexto tal, tendría esca-
sas perspectivas de solución.
Sin poner en cuestión el objetivo del creci-
miento económico, se puede hacer una distin-
ción entre el crecimiento orientado a la satis-
facción individualista de las preferencias y el
crecimiento motivado por una actitud ética. En
el primer caso, la adhesión al paradigma del
crecimiento vendría motivada por una actitud
racional, con arreglo a fines y puesta al servicio
16 Nos acercamos aquí a la racionalidad orientada al entendi-
miento de Habermas (1981). No se trata de lo mismo, pero el
tema llevaría más allá de los límites de la reflexión que se in-
tenta desarrollar en este trabajo.
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de la satisfacción de las preferencias (reforza-
da por la creencia en que el progreso material
terminará por beneficiar a todos), y en el se-
gundo por una actitud ética orientada al res-
peto y al cuidado de los demás. En este último
caso el objetivo del crecimiento podría poner-
se directamente al servicio de la erradicación
de la exclusión y, más en general, de la igual-
dad de oportunidades y la distribución equi-
tativa del bienestar.
Para estar en el segundo caso, evidentemen-
te, se tendría que contar con individuos ética-
mente orientados. La pregunta es cómo sería
posible tal cosa. Para responder a esa pregun-
ta, diferenciemos adicionalmente lo que hemos
denominado actitud ética del comportamien-
to cooperativo guiado por normas morales ta-
les como la reciprocidad. En este último caso,
como se muestra en los modelos de teoría de
juegos evolutivos,17 el castigo de los desvíos
forma parte integral del conjunto de normas sin
las cuales la cooperación no tendría lugar. La
actitud ética, por el contrario, no es compati-
ble con el castigo de los desvíos: el castigo en
sí mismo es un desvío de la actitud ética. Dicho
de otro modo, la actitud ética no es algo que
pueda imponerse. En ello la condición prima-
riamente ética puede verse en comparación
con las reglas cooperativas, que son solo se-
cundariamente éticas: la adopción de una acti-
tud ética solo puede hacerse en el fuero interno.
Si para tener una sociedad organizada éti-
camente (esto es, en la que se priorice la igual-
dad de oportunidades y la distribución equi-
tativa del bienestar) es necesario que la
mayoría de los individuos estén motivados éti-
camente, en la medida en que esta condición
no se cumpla, muy probablemente el debate
y las políticas públicas se reducirán a la imple-
mentación de instituciones orientadas al cre-
cimiento económico destinado a la satisfac-
ción individualista de las preferencias. ¿Existe
alguna perspectiva de erradicación de la ex-
clusión infantil en una sociedad de este tipo?
La respuesta que se sugiere en este docu-
mento es la siguiente: aunque sea minoritario
(lo cual es una hipótesis), existe en toda socie-
dad, y también en Uruguay, un amplio conjun-
to de personas cuya motivación es mayormen-
te ética en el sentido aquí definido. Para que
la acción colectiva de estas personas tenga un
impacto en términos de erradicación de la ex-
clusión infantil, es necesario que el resto de la
sociedad, por decirlo así, las designe explíci-
tamente como sus representantes en la tarea.
Esa representación, por su parte, debe hacer-
se explícita por la vía de la inclusión del tema
en el debate público y en el diseño de las polí-
ticas públicas, en forma independiente de la
problemática del crecimiento económico.
Ahora bien, para que ello ocurra es nece-
saria una decisión política consensual de alto
nivel: la dirigencia política debe establecer
explícitamente el objetivo de erradicación de
la exclusión infantil. En otras palabras, estamos
sugiriendo que para que el Uruguay pueda
aspirar a erradicar la exclusión infantil es ne-
cesario que su dirigencia política, en forma
consensual, establezca ese objetivo como una
de las prioridades de la política nacional.
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